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RESUMEN La responsabilidad social empresarial (RSE) contribuye al desarrollo sos-
tenible, ya que asegura la presencia de la actividad empresarial con impactos positivos 
en la sociedad y su entorno. Su principal rasgo es el cumplimiento voluntario porque 
se trata de una práctica ética empresarial. Este trabajo, sin embargo, analiza y postula 
la RSE como un mandato obligatorio en el Estado Constitucional, es decir, su cumpli-
miento no se trata de un asunto de buena voluntad o una práctica ética. Más bien es una 
herramienta y estrategia capaz de promover el cuidado del derecho fundamental al me-
dio ambiente sano y equilibrado, entonces, las empresas deben implementarla. Además, 
la RSE legitima el desarrollo de las actividades empresariales, en especial, las de carácter 
extractiva porque muchas veces es fuente de conflictos.

PALABRAS CLAVE Derechos fundamentales, derecho al medio ambiente sano, Estado 
Constitucional, responsabilidad social empresarial.

ABSTRACT Corporate social responsibility (CSR) contributes to sustainable develop-
ment. It ensures the presence of business activity with positive impacts on society and its 
environment. Its main feature is voluntary compliance because it is an ethical business 
practice. This paper, however, analyzes and postulates CSR as a mandatory mandate 
in the constitutional state, i.e. compliance with it is not a matter of good will or ethical 
practice. Rather, it is a tool and strategy capable of promoting care for the fundamental 
right to a healthy and balanced environment, so companies must implement it. More-
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over, CSR legitimizes the development of business activities, especially those of an ex-
tractive nature because it is often a source of conflict and conflict of interest.

KEYWORDS Fundamental rights, right to a healthy environment, constitutional state, 
corporate social responsibility.

Introducción

La globalización se caracteriza por eliminar las barreras territoriales, en especial en 
el plano económico. La apertura económica, la mayor libertad empresarial y la apli-
cación de reglas globales, entre otras, son manifestaciones de la misma. Cada país 
diseña la política económica más conveniente de cara a la dinámica del mercado 
global e internacional. Tal es así que las empresas son una manifestación de la li-
bertad económica, además, representan un signo del desarrollo y progreso de las 
naciones. Adicionalmente, funcionan y operan en un marco jurídico que les exige 
asegurar la calidad en los servicios que prestan, a su vez, están obligadas a respetar 
los derechos humanos, la democracia y el orden constitucional (Munévar-Quintero 
y Giraldo-Quintero, 2015). Si una empresa o cualquier actividad económica contra-
viene los aspectos mencionados, entonces se activan los controles y la fiscalización 
correspondiente. De ahí que las empresas deben ser responsables con el entorno al 
cumplir sus fines y funciones y, de esa forma, evitar la creación de conflictos sociales, 
la vulneración de derechos y la precarización social, es decir, impedir que se desarro-
llen actividades perjudiciales que causen daño en el medio social y cultural (López, 
2011: 10).

En el contexto de la globalización, las empresas gozan de libertad para crear y 
generar relaciones comerciales. No obstante, esa libertad conforme al Estado Cons-
titucional encuentra ciertos límites en la protección de los derechos humanos. Lo 
que se plasma en que las empresas implementen políticas tendientes a garantizar 
el respeto de derechos (Asúnsolo, 2017: 33), creación de medidas para sancionar la 
violación de derechos y permitir que agentes económicos respeten principios como 
el de bien común e interés general (Landa, 2017: 133; Munévar-Quintero y Giraldo-
Quintero, 2015). Tales acciones sirven para evitar que los poderes privados sometan a 
los poderes políticos en su tarea de fiscalizar. La finalidad es que los poderes públicos 
garanticen los derechos y evitar la concentración de más poder en manos de las em-
presas o privados (Ferrajoli, 2016: 34). En un Estado Constitucional, se reconoce la 
libertad empresarial porque son agentes claves para el desarrollo económico de una 
nación, pero su funcionamiento encuentra límites certeros en la legislación que tutela 
los derechos humanos y la propia democracia. Además, en primer lugar, debe orien-
tarse hacia la satisfacción de las necesidades básicas de las personas y, en segundo 
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lugar, asegurar el respeto y satisfacción de las obligaciones constitucionales (derechos 
fundamentales).

La acumulación de bienes y búsqueda de la rentabilidad no son las únicas razones 
del mercado, es decir, es inconcebible que posean única y exclusivamente objetivos 
de carácter económico o utilitarista (Pabón, Aguirre y Puentes, 2009: 169). Por eso, 
las empresas asumen compromisos y obligaciones reales en la tarea de efectivizar los 
derechos, los principios y la democracia. De acuerdo con esto, la actividad empresa-
rial internalizó y adoptó una práctica que consiste en incorporar acciones voluntarias 
que legitimen su funcionamiento. Como parte de esas acciones voluntarias está la 
responsabilidad social empresarial (RSE), que consiste en implementar medidas y 
acciones conducentes al desarrollo sostenible de las empresas y, en general, de todo 
tipo de actividad económica. Un rasgo sobresaliente es su carácter voluntario y éti-
co, es decir, no es obligatoria. De tal modo que con la RSE —de modo general— las 
empresas buscan contribuir al bienestar social (Ganuza, 2016: 256), realizan acciones 
sociales (Peña, 2009), actúan con mayor competitividad (López, Perusquía, Vallada-
res, Villalón y Ramírez, 2015), persiguen la consecución de un fin social más allá de 
intereses económicos (McWilliams y Siegel, 2001: 117; Surroca, 2016: 239), cumplen 
con demandas sociales «en temas ambientales y de derechos humanos» y mejoran su 
imagen (Cantú, 2018: 37 y 60). Todas las acciones mencionadas se realizan con una 
vocación ética y voluntaria, por ende, quedan fueran del alcance del marco jurídico 
(Dorado, 2019: 45; Lorenzoni, 2021).

En este trabajo, se sostiene que la RSE es obligatoria porque las empresas están 
ligadas al respeto de los derechos fundamentales y la constitución (Pabón, Aguirre 
y Puentes, 2009: 168), puesto que tanto poderes públicos como los poderes privados 
se ciñen a la constitución (Landa, 2017: 134). En esa medida, la RSE se concibe como 
una estrategia capaz de satisfacer los derechos fundamentales, específicamente, el 
derecho al medio ambiente sano y equilibrado, siendo así, deja de considerarse como 
un acto o conducta voluntaria, sino que es una obligación jurídica vinculante. Lo 
que se contrapone al enfoque tradicional que implica ir más allá del cumplimiento 
normativo (Comisión de las Comunidades Europeas, 2001: párr. 21). En este caso, 
es una obligación que protege derechos y hace cumplir la constitución. Lo que habi-
tualmente ocurre es que el mercado presenta fallas o encuentra lagunas jurídicas. En 
esa situación, la RSE es un complemento para remediar ese tipo de inconvenientes 
(Ganuza, 2016: 255).

Economía y medio ambiente aseguran el desarrollo de las libertades y derechos, 
al menos así se entiende en el Estado Constitucional. Con la economía incrementa 
el bienestar individual y colectivo, además, se satisfacen las necesidades básicas y las 
expectativas de vida mejoran. Por otra parte, el medio ambiente asegura el disfrute 
de las condiciones materiales e inmateriales de la vida del ser humano, pues es el 
lugar para ejercer los derechos. Las empresas son una manifestación de la economía 
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y tienen determinadas responsabilidades con el entorno, en la medida que deben res-
petar los derechos fundamentales y la constitución. De ahí que su finalidad consiste 
en crear «armonía con el bien común y el respeto del interés general, estableciendo 
límites para que la democracia constitucional no sea un espacio donde se impongan 
las posiciones de los más poderosos económicamente en detrimento de los bienes 
jurídicos protegidos constitucionalmente».1 De tal modo, el ejercicio de los derechos 
relativos a las libertades económicas y el mercado encuentran límites a su desarrollo 
en el respeto de la vida humana y la dignidad de las personas.2

El desarrollo de las actividades económicas debe ser sostenible y compatible 
con el cuidado del medio ambiente. La forma de alcanzar ese objetivo es median-
te la RSE porque es una herramienta capaz de promover y garantizar los derechos, 
en específico, relativo al cuidado del medio ambiente. Además, dentro del Estado 
Constitucional, cualquier instrumento que sirva para proteger derechos adquiere 
una condición obligatoria, por ese motivo, la RSE deja de considerarse como una 
cuestión ética, moral o voluntaria para ser obligatoria. El desarrollo económico (y 
crecimiento empresarial) deben conciliarse con la «conservación de los recursos y 
elementos ambientales que se interrelacionan con el entorno natural y urbano»3 para 
asegurar la protección de la vida de las futuras generaciones. En el Perú, con relación 
a esto, en el artículo 44 de la Constitución queda establecida como un deber y una 
obligación constitucional la promoción del bienestar general y el desarrollo integral 
de la nación. En tal panorama, la RSE se perfila como un instrumento de aplicación 
obligatoria por las empresas porque tutela el derecho al medio ambiente sano y equi-
librado. Y, en el Estado Constitucional, todo instrumento que promueva el desarrollo 
y fortalecimiento de los derechos es obligatorio, de ahí que no se debe dejar a merced 
y voluntad de las empresas la implementación de medidas relativos a la RSE. 

1. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0048-2004-PI/TC, 
fundamento jurídico 16, 1 de abril de 2005.

2. En el Estado Constitucional ningún poder puede superponerse al resguardo de la dignidad de 
la persona y sus derechos fundamentales, ya que estos son la prioridad del Estado y la sociedad en su 
conjunto. Bajo esa premisa, el Tribunal Constitucional, sostuvo que «la responsabilidad social se cons-
tituye en una conducta exigible a las empresas, de forma ineludible. En el caso del medio ambiente, 
la responsabilidad social debe implicar el mantenimiento de un enfoque preventivo que favorezca su 
conservación; el fomento de iniciativas que promuevan una mayor responsabilidad ambiental; el fo-
mento de inversiones en beneficio de las comunidades afincadas en el área de explotación; la búsqueda 
del desarrollo y la difusión de tecnologías compatibles con la conservación del medio ambiente, entre 
otras» (Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0048-2004-PI/
TC, fundamentos jurídicos 25 y 26, 1 de abril de 2005). Con ello se concluye que la implementación de 
la RSE es un asunto obligatorio y a través de la misma se fortalecen los derechos.

3. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0048-2004-PI/
TC, 1 de abril de 2005.
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En América Latina se desarrollan actividades económicas de carácter extractivis-
ta. La explotación y la extracción de los recursos naturales son la fuente principal de 
la riqueza. Las empresas dedicadas al sector minero e hidrocarburífero predominan 
en la región. Este tipo de actividades muchas veces son fuentes de conflictos socia-
les. Una mala gestión y administración empresarial origina la contaminación y el 
deterioro del medio ambiente, lo que descontenta a la población y la sociedad. Una 
manera de evitar malestares es implementando estrategias como la RSE para legi-
timar socialmente la actividad (D’Andreís y Montalvo, 2013). Es en esa medida que 
cualquier tipo de actividad empresarial debe considerarla obligatoriamente, además 
que, con ella pueden reducirse los niveles de conflictividad, disputas o constantes 
desacuerdos sociales generados por las empresas extractivas. Esta herramienta dota 
de legitimidad a la actividad económica porque impulsa la protección del medio am-
biente, lo que, además, guarda coherencia con que en el Estado Constitucional las 
empresas tienen obligaciones que recaen en la protección de los derechos. En este 
caso, al tratarse de actividades de carácter extractivo como la minería u otros, el im-
pacto en el medio ambiente es directo e indirecto,4 por lo tanto, están obligados a 
cumplir con la RSE para reducir el impacto ambiental y, más que todo, reducir los 
niveles de conflictividad social.

Finalmente, en el marco del Estado Constitucional, la RSE se concibe como un 
instrumento que protege derechos fundamentales, en específico, el derecho al medio 
ambiente sano y equilibrado. De esta forma, la implementación y el cumplimiento 
de medidas relativas a la RSE son obligatorias y dejan de ser un asunto exclusiva-
mente voluntario o una práctica ética empresarial. Su finalidad es compatibilizar las 
actividades empresariales lucrativas con la preservación y el cuidado del medio am-
biente. En el Perú y en varios países de América Latina, las actividades extractivas 
como la minería han creado un entorno de tensión entre el desarrollo económico y 
la protección del medio ambiente. Originan problemas relativos con la contamina-
ción ambiental al producir la destrucción de hábitats naturales, con lo que se acelera 
el cambio climático. Además, los conflictos sociales y socioambientales latentes se 
ubican alrededor de la minería. Frente a esa realidad, la RSE —colocando mayor én-
fasis en su dimensión ambiental— constituye una herramienta capaz de reducir estas 
fricciones y tensiones. Además, contribuye al desarrollo de la actividad económica 
responsable con la protección del medio ambiente. En tales condiciones, emergen 
más razones para implementar de forma obligatoria la RSE, de tal forma que incidirá 
en reducir el impacto ambiental, disminuir la conflictividad social y legitimar el de-
sarrollo de las actividades económicas.

4. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0048-2004-PI/TC 
fundamento jurídico 19, 1 de abril de 2005.
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La responsabilidad social empresarial: cuestiones generales

La RSE garantiza el desarrollo sostenible y una política empresarial responsable (Ka-
rassin y Bar-Haim, 2019), lo que guarda coherencia con que todas las actividades em-
presariales y económicas deben contribuir al desarrollo social y al cuidado ambiental 
para alcanzar el desarrollo sostenible y evitar conflictos. Con ello, la RSE contribuye 
a i) innovar y asumir compromisos sociales con el contexto social y cultural; ii) legi-
tima la actividad económica —principalmente, en el rubro minero-extractivo— que 
muchas veces es fuente de conflictos sociales. Las empresas muestran predisposición 
para contribuir y cooperar con el entorno en el que funcionan, en aras de mantener 
buenas relaciones con las partes interesadas, al mismo tiempo, son agentes activos 
y proactivos en la solución de los problemas y situaciones sociales complejas. Con 
esto el desarrollo de las actividades es exitoso. Con todo eso, usualmente, la RSE se 
entiende como el comportamiento ético y voluntario de la empresa al desarrollar sus 
actividades, que demanda cumplir la ley y actuar responsablemente con su entorno, 
es decir, contar con buenas prácticas de gestión que contribuyen al desarrollo soste-
nible.5 En tal perspectiva, se dice que la RSE «es el fenómeno voluntario por el que 
busca conciliar el crecimiento y la competitividad, integrando al mismo tiempo el 
compromiso con el desarrollo social y la mejora del medioambiente» (Foy, 2010: 234; 
Dorado, 2019; Pulgar-Vidal, 2010: 223).

Las empresas adoptan políticas y acciones de RSE porque es una fuente de benefi-
cios para su reputación e imagen corporativa. Mediante las prácticas de RSE reducen 
los riesgos relativos al rechazo público de las operaciones, conservan clientes y genera 
buenas relaciones con entidades financieras. En todo eso, quizás lo más relevante es 
la legitimación de la empresa y el incremento de la competitividad (Żelazna, Bojar y 
Bojar, 2020; Hossain, Alam, Hecimovic, Alamgir y Choudhury, 2016). Como parte de 
la RSE se encuentra la generación de valor agregado de la empresa (Rashid, Khalid, 
Rahman, 2015), puesto que las empresas de manera voluntaria deciden contribuir 
al logro de una sociedad y ambiente equilibrado (El-Deen, Hamid y Sherif, 2019; 
Lončar, Paunković, Jovanović y Krstić, 2019; Čertanec, 2019; Seifert, 2020). Para con-
cretar la RSE, diversas empresas han implementado oficinas o áreas de «relaciones 
comunitarias» (Pérez, Espinoza y Peralta, 2016; Arias, Lovera, Puente y Calderón, 
2009), a su vez, dependencias que vigilen el cumplimiento de los derechos huma-
nos. Si bien la RSE es un asunto y cuestión voluntaria, es inalcanzable si no existen 
ese tipo de entidades u oficinas dentro de la empresa, es decir, para que actúen más 
allá del cumplimiento de las leyes (Barbachan, 2017). Con todo esto, llegamos a la 
conclusión que la RSE tiende a fijarse «a través de herramientas de derecho blando o 

5. Responsabilidad Social Empresarial en el sector minero en el Perú. Disponible en https://bit.
ly/3v6wZrl. 

https://bit.ly/3v6wZrl
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soft law, pues a diferencia de los instrumentos de derecho duro (legislación interna 
e internacional), las iniciativas de responsabilidad social invitan a las compañías a 
que de forma voluntaria adopten su contenido, sin que en caso de incumplimiento 
la norma les imponga alguna clase de sanción» (Acevedo-Guerrero, Zárate-Rueda, 
Garzón-Ruiz, 2014: 329).

La idea de RSE tiene diversos ámbitos de aplicación. Suele mencionarse que la RSE 
«se aprecia desde cuatro ámbitos bien definidos: el laboral, el económico, el ambien-
tal y el social» (Acevedo-Guerrero, Zárate-Rueda, Garzón-Ruiz, 2014: 307). Tiene dos 
dimensiones: interna y externa (tabla 1). La primera se enfoca en aspectos relativos 
a los derechos laborales, el clima de trabajo, la gestión de recursos humanos, el buen 
gobierno corporativo, entre otros. La segunda representa el vínculo entre empresa, 
comunidad y entorno, al mismo tiempo, se preocupa por los derechos humanos y la 
cuestión ambiental (Vargas-Chaves y Marrugo-Salas, 2015).6

La RSE busca generar un impacto en los grupos de interés o stakeholders, que 
«pueden ser grupos de accionistas, inversionistas, empleados y sus familias, la comu-
nidad, los clientes, los proveedores, el medio ambiente y el Estado» (Aspíllaga, 2010: 
245; Karassin y Bar-Haim, 2019). El objetivo de la RSE es voluntario y busca ir más 
allá de la de las obligaciones legales de las empresas (o cualquier tipo de organiza-
ción); al ser voluntaria no se fijan mandatos concretos a ser cumplidos. Las empresas 

6. La RSE, según el Libro Verde europeo, tiene dos dimensiones, a saber, dimensión interna y di-
mensión externa. La primera es gestionar recursos humanos, salud y seguridad en el trabajo, además, 
gestiona el impacto ambiental y los recursos naturales. La segunda implica contacto e interacción con 
las comunidades locales, los socios comerciales, los proveedores, organizaciones de derechos humanos 
y los problemas ambientales (Comisión de las Comunidades Europeas, 2001). En la misma dirección, 
el Tribunal Constitucional peruano ha indicado que la RSE cuenta con diversos ámbitos de aplicación. 
Comprende el ámbito interno (respeto de los derechos laborales de los trabajadores y el buen gobierno 
corporativo) y el lado externo (enfatiza más las relaciones entre la empresa, la comunidad y su entorno) 
(Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 00316-2011-PA/TC, 
fundamento jurídico 7, 17 de julio de 2012).

Dimensión interna Dimensión externa Enfoque global e la responsabilidad  
social de las empresas

•	 Gestión de recursos humanos
•	 Salud y seguridad en el lugar de 

trabajo
•	 Adaptación al cambio
•	 Gestión del impacto ambiental y de 

los recursos naturales

•	 Comunidades locales
•	 Socios comerciales,  

proveedores y consumidores
•	 Derechos humanos
•	 Problemas ecológicos 

mundiales.

•	 Gestión integrada de la responsabilidad social
•	 Informes y auditorías sobre la responsabilidad 

social
•	 Calidad en el trabajo
•	 Inversión socialmente responsable

Fuente: Foy (2010: 236).

Tabla 1. Responsabilidad social de las empresas.
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de buena fe y por una cuestión ética asumen políticas tendientes hacia la construc-
ción de la RSE, y no debe confundírsele con la filantropía o generosidad, pues se 
presenta como una actitud y comportamiento empresarial al momento de desarrollar 
sus actividades (Porro, 2008: 13). Existe una diferencia entre la obligación legal y la 
responsabilidad social. La primera «implica el cumplimiento de la ley, la verificación 
del respeto a los instrumentos de gestión ambiental». En cambio la segunda, «se desa-
rrolla más allá del simple cumplimiento de la ley. El simple cumplimiento de la ley no 
convierte a una empresa o a una entidad en socialmente responsable» (Pulgar-Vidal, 
2010: 219 y 220). En la misma dirección, la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE) sostiene que las empresas multinacionales deben 
ser proactivos para mejorar sus resultados ambientales (OCDE, 2006: 104).

Una herramienta para la promoción y protección ambiental

La RSE parte del hecho que las empresas producen impactos directos e indirectos 
para una comunidad o ámbito de operación. Es imposible concebir que los proyectos 
de carácter económico funcionen sin generar impactos en su entorno. Estos pueden 
ser positivos y favorables para la comunidad, pero también pueden producir efectos 
nocivos. En todo caso, dependerá de la filosofía y el nivel de compromiso de estas 
con la defensa de los valores, la protección de los derechos, la salvaguarda del medio 
ambiente, la sostenibilidad ambiental, entre otros, para impactar positivamente en la 
sociedad. Desde la RSE se proyecta que el desarrollo de las actividades económicas se 
realice con mínimos impactos en el medio ambiente, lo que supone actuar de forma 
responsable. Si se emplea adecuadamente la RSE se protege el ambiente, puesto que la 
RSE —cuando pone énfasis en la dimensión ambiental— exige que las empresas im-
plementen políticas ambientales para eliminar los desechos, generar mayor eficiencia 
y productividad, minimización de emisiones; al mismo tiempo, busca que incluyan 
iniciativas más ambiciosas que el solo cumplimiento de la ley, pues afianzan medidas 
de participación y diálogo con los miembros de una comunidad sobre asuntos am-
bientales (Foy, 2010: 235).

El derecho fundamental a un medio ambiente sano y equilibrado impone diversas 
cargas al Estado y a los particulares (empresas y personas). En principio, el Estado 
tiene la obligación de proteger el medio ambiente y promover políticas para asegurar 
su existencia. Esa misma exigencia se traslada a las personas o privados. En el caso de 
las empresas se expresa en  el compromiso con la protección de los derechos y prin-
cipios comunes del Estado Constitucional, uno de ellos es el cuidado y protección del 
medio ambiente. En esa medida, la RSE cumple una función de protección del medio 
ambiente, es decir, cuando una empresa implementa medidas relativas a la RSE lo 
que hace es proteger el ambiente y con ello legitima su labor. Es el motivo por el que 
se convierte en una herramienta capaz de proteger el medio ambiente y posibilitar 
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el goce del derecho al ambiente sano. Fuera del cumplimiento del marco normativo 
sobre asuntos ambientales que existen actualmente. La RSE reduce la conflictividad 
social (en los últimos años las protestas y manifestaciones sociales se han generado 
entorno a actividades extractivas) y asegura el «cuidado del medioambiente y el bien-
estar de la comunidad» (López, Perusquía, Valladares, Villalón, & Ramírez, 2015).7 
Existe, además, una alta probabilidad de que las empresas al implementar la RSE 
legitimen su actividad.

La RSE se aplica en diversos ámbitos o realidades y es transversal porque puede 
ser empleado en varios contextos. En este trabajo, nos enfocamos en su faceta am-
biental, debido a que las empresas tienen obligaciones respecto al medio ambiente, 
en especial, del lugar donde funcionan. Muchas actividades de carácter económico 
son susceptibles de producir impactos negativos en los miembros de la sociedad, 
por tanto, quienes la realizan se hacen cargo de los efectos. En el caso del medio am-
biente no solo afecta a una persona, sino que se replica en los demás miembros de 
la sociedad. Tomando en cuenta ello en el marco del Estado Constitucional se exige 
que el desarrollo y aprovechamiento de las actividades económicas aseguren que las 
empresas industriales, extractivas, entre otros, realicen sus actividades de producción 
brindando armonía entre medio ambiente y equilibrio socioeconómico, velando por 
la conservación y debida protección del medio ambiente, procurando que el desa-
rrollo económico y social sea compatible con las políticas que buscan salvaguardar 
las riquezas naturales y el medio ambiente. La implementación y cumplimiento de 
políticas de conservación ambiental previenen daños al ambiente equilibrado y ade-
cuado, justamente, para desarrollar una vida digna.

El contenido de la RSE desde la perspectiva ambiental consiste en que la empresa 
respete el medio ambiente y asegure el ejercicio del derecho al medio ambiente sano-
equilibrado. Se centra en la conservación y protección del medio ambiente. Un factor 
para medir el impacto, la competitividad y la responsabilidad de la empresa con el 
entorno es el compromiso con el medio ambiente. Mediante la RSE tal situación se 
asegura, ya que se: i) reducen costos, menos conflictividad social (Tostes y Chero, 
2010: 314); ii) mejora la competitividad de la empresa (Antúnez y Díaz, 2017: 18); iii) 
existe un compromiso con la comunidad; iv) incrementa la calidad de vida; v) produ-
ce condiciones de trabajo adecuadas, entre otros. No solo eso, además, se consideran 
las acciones de las organizaciones y, en especial, su nivel de impacto y preservación 
del medio ambiente (Pérez, Espinoza y Peralta, 2016). 

Existe una articulación de la RSE entorno a la buena voluntad o disposición de la 
empresa. Entonces, al realizar tareas que van más allá de la ley y de forma voluntaria, 

7. Las empresas usan la RSE como «un instrumento de mejora social, de protección al medioambiente 
y de respeto de los derechos fundamentales» (Acevedo-Guerrero, Zárate-Rueda, Garzón-Ruiz, 2014: 
321).
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se alcanza todo lo que venimos indicando. Cuando se cumple con todo lo anterior 
que hemos mencionado —en el marco de la RSE— la dimensión ecológica puede 
verse satisfecha, al mismo tiempo, se legitima la actividad. Esto deriva en que la RSE 
es una herramienta dispuesta para la promoción y protección ambiental.

La responsabilidad social empresarial en actividades extractivas:  
El caso de la minería

En el Perú, la actividad minera es una de las principales fuentes de ingreso económi-
co en el país. En los últimos años ha sido el motor del crecimiento económico; entre 
el 9 y 13% de PBI proviene de las actividades extractivas del sector minero (Barrantes, 
Mendoza, Rivera y Veliz, 2020). Perú es uno de los países con elevada inversión mi-
nera en el mundo. Mientras el 2009 las concesiones mineras (exploración y explota-
ción) cubrían el 7,3%; el 2014 alcanzaban el 20,23% del territorio nacional (Flores y De 
Echave, 2019). A abril de 2019 el Estado peruano recaudó del sector minero un 8,3% 
del total de los tributos. En materia de exportaciones, el sector minero representó el 
79% de las exportaciones tradicionales y 56% de las exportaciones totales (Flores y 
De Echave, 2019). Entonces, la minería es uno de los sectores más importantes que 
genera empleos en el país, además de ser una fuente para dinamizar y permitir el 
crecimiento económico. No obstante, lamentablemente, también es fuente de con-
flictos sociales de diverso orden, en los que están involucrados los stakeholders de las 
compañías mineras, como son el Estado, la comunidad, los trabajadores, entre otros 
actores relevantes (Barrantes, Mendoza, Rivera y Veliz, 2020). En el 2020, la minería 
es la actividad extractiva que causa mayor cantidad de conflictos sociales, pues «en 
el 2020 representó el 64,3% del total de conflictos socioambientales. En el periodo 
se registraron 90 conflictos socioambientales vinculados a la actividad minera, de 
los cuales 67 se mantienen activos, 16 están latentes, tres han sido resueltos y cuatro 
retirados» (Defensoría del Pueblo, 2021: 106).

El enfrentamiento entre población y empresas extractivas mineras se ha conver-
tido en un denominador común en el país, por consiguiente, se requieren estrategias 
para superar ese problema. Consideramos que la RSE correctamente aplicada consti-
tuye una herramienta de gestión y manejo para reducir los conflictos socioambienta-
les. Las discrepancias y los malos entendidos entre empresas mineras y comunidades 
se pueden superar con la injerencia de la RSE que, si bien no eliminan el conflicto, al 
menos, contribuye al manejo adecuado. En especial, a través de la RSE se compatibi-
lizan las actividades de corte comercial y corporativa con la conservación del medio 
ambiente (Rubio y Rosero, 2012). 

Como las empresas de todo tipo y, en especial las mineras, repercuten en la so-
ciedad y en el entorno donde funcionan, conviene tener presente que la RSE puede 
ser un buen aliado para legitimar sus actividades. Entre las preocupaciones de la RSE 
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se encuentra la repercusión de las actividades desarrolladas por las empresas, por 
más mínima que sea, se busca la reducción de costos, asegurando la obtención de 
beneficios sin vulnerar derechos, desarrollando actividades compatibles con el medio 
ambiente, garantizando clima de paz social y convivencia, manteniendo buenas rela-
ciones entre la empresa y la comunidad, entre otros. A partir de allí, habitualmente, 
es visto como una actitud ética o de compromiso empresarial frente a la sociedad 
(Rosero, Pinzón y Rodríguez, 2016). 

Implementar la RSE tiene un impacto positivo sobre el derecho ambiental de la 
población. No se limita al cumplimiento de los mandatos normativos o legislativos en 
material ambiental, sino que demanda de las empresas mineras un comportamiento 
ético y moral socialmente responsable frente a la población o lugares donde operan, 
con mayor énfasis en que la población afectada o las zonas de intervención sufran 
un mínimo impacto en su circunscripción territorial y forma de vida. Mediante la 
RSE se incorpora la noción de desarrollo sostenible, por lo que puede promoverse 
la protección ambiental. Esta causa involucra a diversos sectores como las empresas 
mineras, el Estado y la comunidad. Todos deben comprometerse en la misma medida 
con la protección ambiental, claramente con mayor responsabilidad quien produce 
el impacto en el medio ambiente (empresas mineras) de tal manera que el desarrollo 
de la actividad sea seguro, rentable y legítimo. Al respecto, el Tribunal Constitucional 
peruano indicó que «los proyectos extractivos, tanto públicos como privados, deben 
respetar los derechos a la vida, de acceso al agua potable, a la alimentación, a vivir en 
un ambiente saludable, a la autodeterminación, el derecho a la consulta previa, a la 
vivienda (frente a desalojos mineros), entre otros».8 En esa dirección, además, mani-
festó que «el desarrollo sostenible o sustentable requiere de la responsabilidad social: 
ello implica la generación de actitudes y comportamientos de los agentes económicos 
y el establecimiento de políticas de promoción y el desarrollo de actividades que, en 
función del aprovechamiento o uso de los bienes ambientales, procuren el bien co-
mún y el bienestar general».9

La RSE legitima cualquier tipo de actividad económica, por eso, debe emplearse 
obligatoriamente, con especial atención en el ámbito minero. Como el fin mediante la 
RSE es relacionarse con el entorno comunitario, su propósito es reducir efectos nega-
tivos y alentar los impactos positivos en el ámbito de funcionamiento de la actividad. 

8. En la sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 10063-2005-
PA/TC, de 8 de noviembre de 2007, se precisó que la finalidad de lucro de las empresas no debe ejecutar-
se «menoscabando la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad, ya que son el fin supre-
mo de la sociedad y del Estado». Si bien el lucro que buscan las empresas con los servicios que brindan 
es legítimo, es inadmisible que ese fin se torne en insoportable para los derechos fundamentales.

9. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 00012-2019-PI/
TC, fundamento jurídico 84, 16 de junio de 2020.
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La actividad minera puede aminorar, incluso, reducir la pobreza y proveer servicios 
básicos de los cuales el Estado se ha desentendido (Rubio y Rosero, 2012). Una ma-
nera de enfrentar ese problema es mediante la RSE —aunque no sea una obligación 
legal— que sirve para establecer las acciones que las empresas mineras vienen impul-
sando para asegurar el desarrollo sostenible y legitimando su actuación. Al respecto, 
la consulta previa para las concesiones mineras es considerado como una medida 
de ese tipo, porque sin consulta la actividad minera no podría legitimarse, aunque 
ahora es una obligación legal consultar a las poblaciones que sufrirán el impacto de 
las actividades extractivas (Rubio y Rosero, 2012).10

El Estado peruano expidió normas como el Decreto Supremo número 042-2003-
EM (compromiso previo como requisito para el desarrollo de actividades mineras) 
y la Resolución Ministerial número 2002-EM/DM del Ministerio de Energía y Mi-
nas (guía de relaciones comunitarias orientadas a consultar y generar participación 
ciudadana en la aprobación de estudios ambientales), ambas plantean la necesidad 
de dialogar e interactuar con la comunidad para desarrollar actividades extractivas. 
Luego, recientemente, se aprobó la Ley de Consulta Previa (Ley 29.785) y su regla-
mento el Decreto Supremo número 001-2012-MC del 2011, cuya finalidad es consul-
tar a las poblaciones originarias e indígenas para el desarrollo de todo tipo de activi-
dad extractiva que se produzca dentro de las circunscripciones de una comunidad.11 
También el Decreto Supremo número 015-2011-TR12 promueve la responsabilidad 
social empresarial orientada a generar un empleo decente, que se enfoca en tres as-

10. El Tribunal Constitucional, sobre este punto, precisó que la consulta previa libre, informada y 
consentida forma parte de la RSE, al producir un vínculo entre la empresa y la zona de impacto de los 
recursos naturales, con lo cual se asegura que las empresas extractivas cuiden el medio ambiente, creen 
condiciones adecuadas de relación con la población aledaña (desarrollo cultural de las comunidades), 
promuevan mecanismos de participación que involucren a miembros de una comunidad y a la pobla-
ción misma (Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 03343-
2007-PA/TC, fundamento jurídico 39, 19 de febrero de 2019).

11. El Tribunal Constitucional precisó que «la legislación que promueve la consulta es, a su vez, reflejo 
de la responsabilidad social de la empresa, en cuanto busca una consolidación del vínculo que deberán 
establecer las empresas con las comunidades que puedan sufrir los efectos del impacto de la actividad 
hidrocarburífera» (Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 
03343-2007-PA/TC, fundamento jurídico 39, 19 de febrero de 2019). La extracción de recursos naturales 
no se limita únicamente a respetar el medio ambiente, sino que de por medio está la relación que debe 
mantener con las personas que se encuentran alrededor de la actividad económica.

12. Crea el programa «Perú responsable» cuya línea de acción es promover el registro de las empresas 
socialmente responsables y, a la vez, certificar las empresas que acrediten las prácticas de responsabi-
lidad social. No obstante, este programa fue desactivado y se dispuso la extinción mediante Decreto 
Supremo número 004-020-TR de fecha 17 de enero de 2020. Se ordenó la transferencia del acervo do-
cumentario a la Dirección de Prevención y Solución de Conflictos Laborales y Responsabilidad Social 
Empresarial Laboral de la Dirección General de Trabajo.
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pectos: empleo, empleabilidad y emprendimiento. En la misma línea, la Ley General 
del Ambiente en el artículo 78 reconoce que el Estado promueve, difunde y facilita 
la adopción de políticas, prácticas y mecanismos de responsabilidad social empresa-
rial. Finalmente, la Constitución reconoce que el Estado peruano se caracteriza por 
ser social (artículo 43), que todo tipo de iniciativa económica es de carácter social 
(artículo 58) y, especialmente, dispone el respeto de los derechos fundamentales por 
encima de todo (artículos 1 y 2).13

Estado Constitucional y la responsabilidad social empresarial:  
Hacia el equilibrio entre crecimiento económico y protección  
de derechos fundamentales

En el Estado Constitucional, el mismo Estado, las empresas y las personas tienen la 
obligación de cumplir y efectivizar los diversos contenidos recogidos en la Consti-
tución. Con especial énfasis emerge una filosofía articulada sobre la necesidad de 
proteger los derechos fundamentales y principios medulares consagrados en el texto 
constitucional. Los derechos se convierten en contenidos mínimos que dinamizan a 
la sociedad y al Estado (Landa, 2011: 19).14 Ello al considerarse que la Constitución es 
una norma fundamental legitimada democráticamente, ya que su contenido es vin-
culante15 y de cumplimiento obligatorio, donde los ciudadanos y los poderes públicos 
asumen el deber de «cumplirla y defenderla» (Landa, 2011: 25). Con relación a esto, el 
Tribunal Constitucional peruano ha entendido que todo lo recogido en la Constitu-
ción «posee fuerza normativa y vinculante», pues ella misma es vinculante.16 A partir 
de allí el Estado y los particulares quedan obligados a optimizar los derechos funda-
mentales.17 Como los valores y los contenidos plasmados en la Constitución no son 
una simple consagración en el texto constitucional, sino que irradian a todo el orde-

13. También se ha incorporado la Ley 30.424, que regula la responsabilidad administrativa de las per-
sonas jurídicas a través de los programas de compliance.

14. Con relación a esto, se dice que «la fuerza normativa de los derechos fundamentales y su protec-
ción operan como un motor de la sociedad y del Estado» (Landa, 2011: 23). En el Estado Constitucional, 
los derechos y la propia Constitución son mandatos obligatorios a ser cumplidos por todos los agentes 
y miembros de una comunidad política. Aquí están incluidas las empresas.

15. El poder o la capacidad de vincular de la Constitución alude a «su carácter de norma superior 
condiciona la labor de las autoridades públicas y de los particulares [en este grupo se encuentran las 
empresas], sin necesidad de norma alguna adicional que así lo prescriba. La aplicación directa de la 
Constitución» (Lancheros-Gámez, 2010: 257).

16. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 168-2005-PC/
TC, fundamento jurídico 3, 29 de septiembre de 2005.

17. Los derechos fundamentales tienen naturaleza dual. Son derechos subjetivos y normas objetivas. 
Como derecho subjetivo es un límite frente al poder público. Como norma objetiva es un principio (ob-
jektive Grundsatznormen) o decisiones valorativas (Wertentscheidungen) (Cruz, 2010: 18).



ANDRADE TACCA Y DE LA CRUZ HUANCA
RESPONSABILIDAD SOCIAL EMPRESARIAL

202

namiento jurídico,18 por ende, existe un compromiso común por parte de los miem-
bros de la sociedad en perfeccionar la Constitución y todo lo que ella representa.19

El Estado Constitucional exige respeto hacia los derechos fundamentales.20 Si par-
timos de esa premisa, constatamos que subyacen determinadas obligaciones y debe-
res a ser cumplidos por todos los miembros de una comunidad política, en especial, 
respecto de los derechos. En esa perspectiva, las personas y las empresas están cons-
treñidas a fortalecer y asegurar la protección de los mismos.21 A nivel empresarial y 
desarrollo de las actividades económicas, la RSE busca la sostenibilidad y equilibrio 
socioambiental, a su vez, la empresa se compromete con la comunidad donde de-
sarrolla su actividad económica. En especial, ninguna actividad económica o em-
presarial debe suponer la destrucción del medio ambiente, por eso, el desarrollo de 
las actividades económicas requiere de sostenibilidad ambiental para promover un 
estándar de vida adecuado para la población (Galarza, Kámiche y Ruiz, 2021: 209). 
Si las empresas se dedican únicamente a obtener rentabilidad económica olvidando 
la variable ambiental, ocasionarán la sobreexplotación de recursos naturales y daño 
ambiental (Galarza, Kámiche y Ruiz, 2021: 213). En ese punto, la RSE apunta a mejorar 

18. Lo que se asocia con que sea una norma suprema la Constitución donde se consagran «valores y 
principios fundamentales» (del Rosario-Rodríguez, 2011: 102), para asegurar y proteger a los mismos 
debe ser lo suficientemente eficaz para garantizar el funcionamiento del sistema jurídico y oponerse a 
normas que sean opuestas a la misma.

19. La Constitución del Estado Constitucional «es la norma suprema del ordenamiento jurídico-es-
tatal y, como tal, la validez de todos los actos y normas expedidos por los poderes públicos depende de 
su conformidad con ella» (Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente nú-
mero 2209-2002-AA/TC, fundamento jurídico 7, 12 de mayo de 2003). En esa medida, no se admite que 
determinados órganos o entidades —sean públicas o privadas— desarrollen sus acciones fuera de los 
alcances de la Constitución, admitir lo contrario sería vaciar de contenido la Constitución y no podría 
lograrse su finalidad: limitar el poder de cualquier tipo (Castillo, 2006: 5). Esa situación, además, da pie 
para que se entienda que la Constitución es fuente de todas las leyes, entonces, las diversas disposiciones 
jurídicas deben «ser interpretadas ‘desde’ y ‘conforme’ con la Constitución» (Sentencia del Tribunal 
Constitucional peruano, recaída en el expediente número 1230–2002–HC/TC, fundamento jurídico 4, 
20 de junio de 2002). Con esas anotaciones, la Constitución representa un camino o vehículo para la 
realización de los derechos de la persona (Castillo, 2013).

20. La Constitución consagra los derechos como un punto de partida, eso quiere decir que el Estado 
se funda en los derechos y la Constitución. Se considera que el Estado deriva de la Constitución y los 
derechos, sin estos últimos el Estado no tiene razón de ser y existencia (Fioravanti, 2014: 147). Lo mismo 
ocurre a nivel de los particulares y, en específico, las empresas. Estos están obligados a desarrollar sus 
actividades económicas respetando los derechos humanos y, con especial interés, buscando asegurar su 
promoción y fortalecimiento.

21. Con eso nos referimos a que las empresas deben «tomar las medidas apropiadas para detectar, pre-
venir en la mayor medida de lo posible y atenuar los potenciales impactos sobre los derechos humanos, 
remediar los impactos reales y rendir cuentas de las medidas tomadas para estos fines» (OCDE, 2011: 
37).
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y aminorar los impactos ambientales negativos. Con lo cual, en el marco del Estado 
Constitucional el desarrollo de la actividad empresarial comprende la sostenibilidad 
del proyecto y la protección de los derechos, por encima de la búsqueda exclusiva del 
desarrollo económico. Y la RSE fortalece ese fin.

Los derechos fundamentales son un componente vital del Estado Constitucio-
nal.22 Su cumplimiento y aseguramiento no supone un asunto de buena voluntad o 
predisposición, al contrario, es una obligación. En tal perspectiva, el derecho funda-
mental a un medio ambiente sano y equilibrado permite asegurar una vida digna y 
adecuada de las personas, por eso se considera como un derecho fundamental. En el 
caso peruano, se reconoce como derecho en la Constitución de 1993 en el artículo 2 
inciso 22. Adicionalmente, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional le ha dota-
do de mayores alcances (serán vistos más adelante). En esa dirección, consideramos 
que la RSE por su naturaleza y alcance es una herramienta a través de la que se ga-
rantiza la protección de los derechos fundamentales, en este caso, el derecho a vivir 
en un ambiente sano y equilibrado. De esa manera, la RSE es concebida como una 
herramienta que promueve el fortalecimiento del medio ambiente sano y equilibrado 
contenida en la Constitución; al mismo tiempo, la aplicación de las prácticas de RSE 
apuntan a satisfacer las exigencias del Estado Constitucional, al menos, relativo a la 
dimensión ambiental.

La responsabilidad social empresarial en el marco del Estado Constitucional

En el marco del Estado Constitucional partimos de la idea que todos los poderes, 
sean públicos o privados, están sometidos y disciplinados por la Constitución, es 
decir, se encuentran ineludiblemente atados/vinculados a sus exigencias. El Estado y 
las agencias privadas, como las empresas, son los principales garantes en la efectivi-
zación de los derechos fundamentales. Estos, como se sabe, tienen una faz subjetiva 
y objetiva, en este último caso, proyectan un orden de valores determinados en el 
sistema jurídico.23 Implica que los derechos no son solamente subjetivos, sino que 
«también constituyen el orden material de valores en los cuales se sustente todo el 

22. En la concepción objetiva de los derechos fundamentales, se habla del efecto de irradiación de los 
derechos, que alude al hecho de que dichos derechos «permean como principios y valores en todos los 
sectores del ordenamiento jurídico», por ende, deben «tomarse en cuenta al momento de interpretar 
y aplicar las normas [relativos a los derechos]» (Anzures, 2017: 67). En esa perspectiva, la «dimensión 
objetiva de los derechos fundamentales implica concebirlos como principios y valores de todo orde-
namiento jurídico, lo que significa a su vez que son el contenido axiológico sobre el que descansa todo 
Estado Constitucional y democrático de derecho» (Anzures, 2017: 81).

23. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 04218-2017-
PHD/TC, fundamento jurídico 4, 11 de diciembre de 2019.
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ordenamiento constitucional».24 La dimensión objetiva exige el cumplimiento de las 
normas y determinadas acciones conforme a los derechos fundamentales, a su vez, 
demanda un deber especial de protección de los derechos. Así, los organismos públi-
cos y las personas (naturales o jurídicas, de derecho privado) no se encuentran ajenas 
a su respeto,25 existiendo una vinculación positiva de los poderes públicos y privados 
a los derechos fundamentales.

El Tribunal Constitucional señaló que el afán de lucro que impulsa a las empresas 
al desarrollar diversas actividades debe ser responsable en términos sociales. Esa exi-
gencia deriva de los efectos e impactos que producen las actividades empresariales. 
Con la RSE se pretende que la vulneración de derechos, estragos sociales, deterioro 
ambiental, entre otros, sean evitados y, a su vez, que el desarrollo económico sea com-
patible con la realización de los derechos. En esa dirección, la RSE se manifiesta en 
dos dimensiones: i) interna: donde se promueve el respeto de los derechos laborales 
de los trabajadores y al clima laboral interno, así como al buen gobierno corporativo 
y ii) externa: que pone énfasis en las relaciones entre la empresa, la comunidad y su 
entorno (Vargas-Chaves y Marrugo-Salas, 2015: 55; Rubio y Rosero, 2012)26. La RSE 
demanda que el desarrollo empresarial o de las actividades económicas sean compa-
tibles con los derechos, tal como pueden ser los de justicia y realización de derechos. 
En esa orientación, la RSE reconfigura el funcionamiento de las empresas como me-
ras organizaciones de carácter mercantil que buscan maximizar sus utilidades.

En el Estado Constitucional ninguna actividad económica puede funcionar y de-
sarrollarse fuera de las expectativas sociales ni mucho menos menoscabar los valores 
o contenidos esenciales de una comunidad política, tales como los derechos. Estos 
no ceden frente a las presiones económicas. Como regla general, se espera que el 
desarrollo de las actividades económicas esté al servicio de la sociedad y optimice 
el ejercicio de los derechos. Eso supone que el ejercicio de las actividades económi-
cas se realice buscando satisfacer las necesidades básicas y el desarrollo sostenible. 
Cuando una empresa ejerce y realiza adecuadamente sus actividades, asegura que su 
funcionamiento dentro de la comunidad sea aceptada y legitimada. A esto último la 
RSE pone mayor énfasis. El Tribunal Constitucional, ha dicho que la RSE si bien es 
una exigencia de orden moral y ético por parte de las empresas, «debe ser apreciado 
como un concepto relevante y necesario en el Estado Constitucional».27 Tiene sentido 

24. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0976-2001-AA/
TC, 13 de marzo de 2003.

25. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 1757-2007-PA/
TC, fundamento jurídico 6, 30 de noviembre de 2009.

26. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 3343-2007-PA/
TC, fundamento jurídico 23, 19 de febrero de 2009.

27. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 02111-2010-PA/
TC, fundamento jurídico 45, 24 de enero de 2012.
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afirmar ello porque la RSE no se circunscribe a la dimensión ética (tal como veremos 
más adelante).

A nuestro juicio, los aspectos que hacen obligatoria a la RSE son: i) fuerza vin-
culante y la eficacia directa de la Constitución: la capacidad de regular y ordenar 
determinadas situaciones como jurídicas,28 su contenido se aplica a nivel práctico 
y de forma directa, entonces, las manifestaciones económicas de carácter privado 
también se encuentran condicionados a la Constitución; ii) eficacia horizontal de los 
derechos fundamentales: los derechos limitan el poder público y condiciona a los po-
deres privados, por lo que las actividades empresariales encuentran un límite en los 
derechos;29 iii) todo ente público o particular es responsable en la realización de la 
dignidad humana: el artículo 1 de la Constitución indica que la defensa de la persona 
humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado, 
por lo tanto, es una obligación del Estado y la sociedad en su conjunto —en particular 
de las empresas— promoverlas. Además, bajo el principio de solidaridad,30 la RSE 
viene adherida de la dignidad humana y demanda que los beneficios económicos de 
la empresa sean una optimización de la persona. Con lo que acabamos de mencionar, 
la RSE en el marco del Estado Constitucional no se caracteriza por ser exclusivamen-
te voluntario, sino que se configura como obligatorio.

Las empresas del siglo XXI operan bajo el marco de los derechos humanos, los 
principios constitucionales y la defensa de la democracia. En esa medida, existen res-
ponsabilidades ineludibles respecto a la optimización de bienes comunes, tales como 
protección del medio ambiente. Por eso, la RSE es una herramienta que optimiza la 
protección del medio ambiente, por lo que no puede concebirse como un asunto vo-
luntario, pues todas las herramientas o estrategias que sirvan para proteger derechos 
son obligatorios. El Tribunal Constitucional ha establecido que, si bien la RSE tiene 
un carácter voluntario o de una cuestión ética empresarial, su presencia en el Esta-
do Constitucional donde reina el imperio de la Constitución normativa y la eficacia 
horizontal de los derechos fundamentales adquiere una relevancia constitucional. Su 
exigencia puede obtenerse incluso a nivel judicial cuando las empresas pongan en 
riesgo derechos fundamentales. Es un deber constitucional cumplir efectivamente y 
de buena fe la RSE poniendo énfasis en que, al tratarse de derechos todos los miem-
bros de una comunidad política, tienen el deber de asumir su cumplimiento.31 La RSE 

28. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0228-2009-PA/
TC, fundamento jurídico 17, 4 de abril de 2011.

29. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 02111-2010-PA/
TC, fundamento jurídico 45, 24 de enero de 2012.

30. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 2945-2003-AA/
TC, fundamento jurídico 17-22, 2 de abril de 2004.

31. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 02111-2010-PA/
TC, fundamento jurídico 45, 24 de enero de 2012.
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supone el compromiso de la empresa con la comunidad en la que desarrolla su activi-
dad económica.32 Esa exigencia especialmente recae en no dañar el medio ambiente, 
ello en aras de promover y optimizar un bien común: el derecho a gozar y disfrutar 
de un medio ambiente sano y equilibrado.

Finalmente, las empresas o entidades privadas están obligadas a implementar 
acciones tendientes a solucionar problemas vinculados con la contaminación como 
parte de la RSE. En el marco del Estado Constitucional, la impregnación de la Cons-
titución y la presencia de los derechos, naturalmente, las empresas implementan es-
trategias en aras de optimizar y legitimar su funcionamiento, por esa razón, cualquier 
herramienta con esa finalidad tiene carácter obligatorio. Como sabemos, tanto los 
poderes públicos como privados tienen la obligación de satisfacer la tutela del medio 
ambiente, más aún cuando se trata de un derecho fundamental. Si bien el elemento 
voluntario o caritativo define a la RSE, las empresas y cualquier entidad del Estado 
actúan según las obligaciones derivadas de la Constitución, que se traduce en la satis-
facción del Estado Constitucional y los derechos fundamentales. El uso de mecanis-
mos como la RSE no hace otra cosa que afianzar la protección del derecho al medio 
ambiente sano y equilibrado, adicionalmente, esta obligación no encuentra su fun-
damento únicamente en fuentes normativas, sino que en el fondo viene impregnado 
de valores propios de la solidaridad y la cooperación en el cuidado de un bien común 
como son los recursos y componentes del medio ambiente. El Estado Constitucional 
exige a las empresas actuar con responsabilidad con el entorno, más aún cuando se 
trata de proteger derechos de carácter ambiental.

Naturaleza obligatoria de la responsabilidad social empresarial

En la actualidad, las empresas tienen deberes concretos que se traducen en: i) res-
petar los derechos humanos, ii) impedir que sus actividades supongan menoscabo 
de cualquier tipo; iii) impulsar medidas y políticas de responsabilidad para solucio-
nar problemas y iv) prevenir o mitigar las consecuencias negativas derivadas de la 
realización de las actividades (Naciones Unidas, 2012: 18; Murcia, 2013: 137). Eso se 
expresa en «abstenerse de infringir los derechos humanos de terceros y hacer frente 
a las consecuencias negativas sobre los derechos humanos en las que tengan alguna 
participación» (Naciones Unidas, 2011: 15). Tales prescripciones se establecen porque 
las empresas son susceptibles de vulnerar derechos o lo vienen realizando, lo que se 
materializa en discriminación, exposición de situaciones peligrosas, contaminación 
de suministro de agua, inadecuada información, por mencionar algunos (Naciones 
Unidas, 2012: 13 y 21). En otras oportunidades las violaciones a los derechos son gra-

32. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 02111-2010-PA/
TC fundamento jurídico 61, 24 de enero de 2012.
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ves y ocurren en contextos de conflicto de control territorial, control de recursos, 
contaminación y conflictividad social, situaciones en los que «no cabe esperar un 
funcionamiento adecuado del régimen de derechos humanos» (Naciones Unidas, 
2011: 10). En esa dirección, las empresas están obligadas a adoptar medidas para pre-
venir la vulneración de derechos y contar con mecanismos de solución de conflictos.33

La RSE se concibe de una manera distinta en la era de la globalización y los de-
rechos humanos. No es considerada como una cuestión voluntaria, filantrópica o 
ética —aunque en esencia sigue manteniendo ese contenido—, sino que su proceso 
de transformación ha llevado a que sea obligatoria. Un enfoque tradicional de la RSE 
solo valora la dimensión voluntaria, ética o filantrópica. Hoy es insuficiente, puesto 
que la RSE comprende el cumplimiento de la ley y la realización de acciones adicio-
nales. Una empresa responsable con la sociedad y los derechos humanos debe incor-
porar como un criterio obligatorio la RSE con especial énfasis en materia ambiental, 
en razón a que todas las empresas deben perseguir un compromiso con la conserva-
ción del medio ambiente y asegurar bienestar social para mejorar la calidad de vida 
de los trabajadores, generar impacto positivo en la comunidad y producir bienestar 
social (Antelo y Robaina, 2015: 59). Entonces, se espera que todas las empresas actúen 
de esa manera, por consiguiente, la RSE al permitir esos fines no puede todavía verse 
como un asunto voluntario. Su práctica e inclusión en la gestión empresarial contri-
buye al medio ambiente, a la adecuada administración de los recursos y a la sociedad 
en general (Pérez, Espinoza y Peralta, 2016: 176).

El desarrollo económico es un asunto preponderante en el Estado Constitucional, 
pues la Constitución reconoce que la economía permite el ejercicio de los derechos 
del ser humano. También recalca que ese desarrollo debe ir de mano de los valores 
constitucionales de la libertad y la justicia. El mercado no puede contravenir los dere-
chos; al respecto, el Tribunal Constitucional afirmó que debe respetar y garantizar: i) 
bienestar social (contar con un trabajo digno y remuneración justa); ii) mercado libre 
(respeto a la propiedad, asegura la iniciativa privada y mantiene un esquema de oferta 
y demanda, a su vez, combate a los oligopolios y monopolios) y iii) Estado subsidia-
rio y solidario (acciones estatales sean auxiliares, complementarias y temporales).34 

33. Las actividades económicas de los poderes privados obligatoriamente se encauzan dentro de lí-
mites que provienen de los derechos humanos. Estos poderes —usualmente— se han caracterizado por 
autorregularse, en especial, la actividad empresarial se condiciona a la RSE que es un tipo de soft law. 
Con ello, se habría producido una especie de fisura entre empresas y derechos humanos, sin embargo, 
esa realidad cambiando hoy en día porque en el Estado Constitucional las empresas son agentes con 
«un gran potencial de impactar en las condiciones de vida de las personas, los poderes económicos son 
también responsables de ajustar sus políticas y reorientar sus objetivos al cumplimiento de los derechos 
humanos como aspiración legítima de sus fines» (Asúnsolo, 2017: 29).

34. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0019-2006-PI/
TC, fundamento jurídico 15, 39 y 40, 14 de marzo de 2007.
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Entonces, el Estado no puede permanecer ajeno a las actividades económicas, pero 
tampoco debe interferir arbitraria e injustificadamente en el ámbito de libertad re-
servado a los agentes económicos.35 Con lo cual, la inversión privada deseada por la 
Constitución debe considerar cuatros dimensiones: i) prevención de conflictos y po-
sibles daños en recursos naturales; ii) fiscalización estatal de la actividad privada para 
determinar si se cumple con los estándares nacionales de protección, iii) reparacio-
nes integrales en caso de afectación a la población y iv) concretización del principio 
de coparticipación de la riqueza.36

No hay que perder de vista que el marco jurídico internacional y las exigencias 
impuestas por los distintos organismos internacionales, tienen como objetivo la pro-
tección de los derechos, a su vez, ponen en marcha una legislación que es capaz de 
asegurar el desarrollo sostenible y el equilibrio socioeconómico. Esto se plasma en 
informes, declaraciones, comunicados, etcétera, que son emitidos por entidades in-
ternacionales. Muchos de ellos, evidentemente, tienen un carácter voluntario guar-
dando sintonía con la RSE. Empero, ese hecho refleja cierto compromiso con la pro-
moción de la RSE desde diversas instancias (sean internacionales o nacionales) y 
con mayor razón a las instituciones privadas. En esa medida, no es una tarea que 
solo concierne al Estado, sino que las empresas privadas son parte del mismo. Con 
ello también quedaría claro que ya no se trata solamente de una cuestión voluntaria, 
sino que busca a convertirse en obligatorio. En términos ambientales suele decirse 
que la actuación de las empresas en el siglo XXI para subsistir debe asegurar que la 
producción de bienes y el ofrecimiento de servicios sea sostenible, a su vez, que se 
acondicione a los factores legales y culturales (Antúnez y Díaz, 2017: 27). Con ello, la 
RSE representa una estrategia importante para la promoción de los derechos funda-
mentales y con mayor razón del derecho al medio ambiente sano y equilibrado.

El principio de la solidaridad en el Estado Constitucional

En el constitucionalismo contemporáneo el principio de la solidaridad es uno de los 
ejes articuladores sobre cómo deben entenderse el rol de las instituciones públicas y 
privadas. A su vez, el papel que tienen frente a la sociedad en materia de satisfacción 
de derechos. Tal principio, en la Constitución peruana de 1993, se encuentra en el 
artículo 43. Su propósito es crear «un nexo ético y común que vincule a todos quienes 

35. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0019-2006-PI/
TC, fundamento jurídico 15 y 40, 14 de marzo de 2007; sentencia del Tribunal Constitucional peruano, 
recaída en el expediente número 0008-2003-PI/TC, fundamento jurídico 13, 11 de noviembre de 2003.

36. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0001-2012-PI/
TC, fundamento jurídico 44 y 45, 17 de abril de 2012.
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integran una sociedad política»,37 de ahí se desprenden dos obligaciones: i) todos los 
miembros de una comunidad deben contribuir a la preservación de valores comunes 
y ii) existe el deber de repartir/redistribuir los beneficios entre todos los integrantes 
de este. Además, imponen exigencias básicas como: i) promocionar el bien común 
para la cohesión social; ii) expandir el ejercicio de los derechos y libertades de todos 
los ciudadanos y iii) adecuar el comportamiento individual para garantizar el ejer-
cicio adecuado de los derechos de los demás.38 También se parte del hecho de que la 
solidaridad es el sustento de los deberes constitucionales, pues permite el ejercicio 
respetuoso de los derechos (Monge, 2021: 55).

El principio de solidaridad es propio del constitucionalismo contemporáneo (con 
especial énfasis del constitucionalismo social), que tiene como fin asegurar relaciones 
sociales igualitarias, solucionar o atender problemas de vulnerabilidad y compensar 
los problemas de exclusión que están presentes en la sociedad. En esa orientación, 
suele mencionarse que las aspiraciones del solidarismo son «la expansión de los de-
rechos de participación de los grupos y clases más vulnerables, el reconocimiento 
de derechos sociales generalizables y la imposición de cargas y deberes específicos 
a los ejercicios de la propiedad privada y de la libertad de empresa» (Pisarello, 2013: 
96). En palabras del Tribunal Constitucional, supone crear un nexo ético de carácter 
común entre los miembros de una comunidad política; es una expresión de senti-
mientos y valores de ayuda mutua. De ahí se desprende que «cumple una función 
inspiradora de la organización social».39 El principio de solidaridad «promueve el 
cumplimiento de un conjunto de deberes» que son: i) el deber de los miembros de 
una comunidad de aportar a alcanzar un fin común; ii) el deber de que los dirigentes 
de una comunidad política repartan adecuadamente los beneficios entre sus inte-
grantes y iii) el deber de responsabilidad con los demás miembros para adoptar las 
medidas necesarias que permitan fines sociales.40

La RSE es un deber constitucional que parte del principio de solidaridad. Este 
principio es el fundamento para el ejercicio de los deberes y a partir de allí se reco-
noce que el desarrollo económico no puede suponer la acumulación de riqueza en 
desmedro de la naturaleza. Su intención es garantizar el uso sostenible de los recursos 

37. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 2016-2004-AA/
TC, fundamento jurídico 15, 5 de octubre de 2005.

38. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 02111-2010-PA/
TC, fundamento jurídico 60, 24 de enero de 2012.

39. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0025-2005-PI/
TC y 0026-2005-PI/TC, fundamento jurídico 66, 25 de abril de 2006.

40. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 2945-2003-AA/
TC, fundamento jurídico 16, 20 de abril de 2004.
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naturales que protejan un ambiente equilibrado y adecuado.41 En el Estado Consti-
tucional no se admite que los derechos vengan sin deberes, pues la satisfacción de 
los derechos fundamentales no se limita únicamente a su ejercicio, sino que requiere 
el cumplimiento de deberes. En este caso, la defensa y conservación del ambiente 
para el desarrollo integral de futuras generaciones, según el artículo segundo inciso 
22 de la Constitución, es un derecho fundamental. En concordancia con el artículo 
primero del Título preliminar del Código del Medio Ambiente, en el que se prescribe 
que toda persona tiene un derecho irrenunciable a vivir en un medio ambiente sano 
y equilibrado para el desarrollo de la vida. En la misma línea, prescribe que todos 
tienen el deber de conservar y proteger el medio ambiente. Tanto las personas natura-
les y jurídicas tienen derechos, así como deberes. En este caso, las empresas tienen el 
derecho al desarrollo económico y el deber de la protección del medio ambiente. Si 
ello es así, por lo tanto, la protección del medio ambiente no se trata únicamente de 
un asunto individual o del Estado, sino que es un deber solidario fundamental que 
poseen las empresas dentro del Estado Constitucional.

Empresas responsables con el medio ambiente:  
Desarrollo económico equilibrado y medio ambiente sostenible

Ninguna empresa o actividad económica puede contravenir la Constitución y, en 
especial, los derechos. Su actuación se enmarca en la promoción de estos. En el caso 
del derecho al medio ambiente sano y equilibrado no es la excepción, puesto que la 
preservación de un ambiente sano y equilibrado «entraña obligaciones ineludibles 
para los poderes públicos como la de mantener los bienes ambientales en las condi-
ciones adecuadas para su disfrute. […] tal obligación alcanza también a los particu-
lares, y con mayor razón a aquellos cuyas actividades económicas inciden o pueden 
incidir, directa o indirectamente, en el medio ambiente».42 Considerando esto, la RSE 
debe garantizar que las empresas beneficien a la comunidad y aseguren el equilibrio 
ambiental en las acciones que realizan (Ramírez, 2017: 33). Con eso, las actividades 
económicas, especialmente, las mineras deberían asumir e interiorizar el modelo de 
gestión sostenible. Esa es la razón por la que la RSE sirve como un mecanismo de 
preservación del medio ambiente, convirtiéndose en un instrumento que contribuye 
a un fin superior: proteger y asegurar el derecho fundamental al medio ambiente 
sano y equilibrado.

41. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0048-2004-AI/
TC, fundamento jurídico 16, 1 de abril de 2005.

42. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 00012-2019-PI/
TC fundamento jurídico 17, 16 de junio de 2020.
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La responsabilidad social empresarial y la protección del medio ambiente

En el Estado Constitucional, el fundamento del sistema jurídico es el ser humano y la 
defensa de su dignidad (artículo 1 de la Constitución peruana), esto evidencia que el 
Estado y la sociedad se organizan alrededor del ser humano. La actividad económica 
y empresarial se ponen al servicio de la protección del ser humano y su dignidad. En 
esa medida, la RSE es un instrumento de promoción y protección de dicho derecho 
fundamental, puesto que las empresas buscan la preservación del medio ambiente. 
De allí que la protección del medio ambiente es una preocupación central en las so-
ciedades contemporáneas, en que: 

se impone la necesidad de implementar fórmulas que permitan la conciliación del 
paradigma del desarrollo con la necesaria conservación de los recursos y elementos 
ambientales que se interrelacionan con el entorno natural y urbano. Se busca con 
ello preterir formas de desarrollo irrazonable, que en sí mismo es destructivo y no 
sostenible para el beneficio de las generaciones presentes y futuras.43

El Tribunal Constitucional sostiene que la RSE no se limita al cumplimiento de las 
obligaciones jurídicas. Cumplir con las exigencias de la RSE debe significar la inver-
sión «en el entorno local y la contribución al desarrollo de las comunidades en que 
se inserta, sobre todo de las comunidades locales». Esto es coherente con el artículo 
44 y 59 de la Constitución peruana, allí se reconoce que la creación de la riqueza y 
la libertad de empresa, comercio e industria se ejercen dentro de los alcances de la 
economía social y garantizando el compromiso con la comunidad.44 En esas dispo-
siciones radica el fundamento constitucional de la RSE, porque las empresas y la ac-
tividad económica deben conducir a «la generación de actitudes y comportamientos 
económicos [acorde con] políticas de promoción y el desarrollo de actividades que, 
en función del aprovechamiento o uso de los bienes ambientales, procuren el bien 
común y el bienestar general» (Tanquía, 2018: 267).45

Las dimensiones de la responsabilidad social empresarial

El contenido esencial del derecho fundamental al medio ambiente tiene las siguientes 
manifestaciones: i) el derecho a gozar de ese medio ambiente y ii) el derecho a que 
ese medio ambiente se preserve. La primera «comporta la facultad de las personas de 

43. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0048-2004-PI/
TC fundamento jurídico 38, 1 de abril de 2005.

44. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 1752-2004-AA/
TC fundamento jurídico 22, 20 de noviembre de 2004.

45. Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el expediente número 0048-2004-PI/TC funda-
mento jurídico 22, 1 de abril de 2005.
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poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan e inte-
rrelacionan de manera natural y armónica», a su vez, «en el caso en que el hombre 
intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de la interrelación que existe 
entre los elementos del medio ambiente».46 Esto supone, por tanto, el disfrute no de 
cualquier entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo de la persona y 
de su dignidad (artículo 1 de la Constitución). De lo contrario, su goce se vería frus-
trado y el derecho quedaría carente de contenido. Con relación a la segunda, se dice 
que la preservación de un medio ambiente sano y equilibrado entraña obligaciones 
ineludibles para los poderes públicos, tales como la de mantener los bienes ambienta-
les en las condiciones adecuadas para su disfrute. Obligación que, a juicio del Tribu-
nal Constitucional, alcanza a los particulares, especialmente, en quienes desarrollan 
actividades económicas que inciden, directa o indirectamente, en el medio ambiente. 
Las empresas dedicadas a la extracción de recursos naturales tienen el deber de «esta-
blecer mecanismos a fin de prevenir daños ambientales y conflictos sociales».47

En sentido genérico la RSE es una herramienta que asegura diversos derechos 
fundamentales. Y se encuentran ligados a temas como inversión social comunita-
ria, derechos humanos, mercado, índice de desarrollo humano, mejora del lugar de 
trabajo, ética y valores, medio ambiente y seguridad laboral. Su impacto se traduce 
en la comunidad. En sentido restringido, la RSE es un medio para proteger el medio 
ambiente sano y equilibrado, a través de ella puede lograrse la «elaboración de siste-
mas nacionales, pero armonizados, de valoración de las prácticas respetuosas con el 
medio ambiente de las empresas, que identifiquen y recompensen a las que obtengan 
buenos resultados y fomenten los compromisos y acuerdos voluntarios» (Comisión 
de las Comunidades Europeas, 2001: 11). Con lo cual, la RSE es un mecanismo que 
asegura la protección del derecho al medio ambiente sano y equilibrado. Entonces, 
se presenta como una estrategia de protección ambiental que contribuye al cuidado 
y protección del medio ambiente, la misma se alcanza relacionándose con el entorno 
a través de la implementación de programas, planes y estrategias, entre otros, cuyo 
objetivo sea la conservación del ambiente y mitigar el daño causado por las empre-
sas. Esas acciones, principalmente, deben entenderse como un acto de cumplimiento 
obligatorio por las empresas.

La relación entre derechos humanos, desarrollo sostenible y medio ambiente 
comprende innumerables facetas y alcances. En cuanto a las empresas, en el marco de 
sus actividades y relaciones comerciales, demanda considerar lo siguiente: i) respetar 
el derecho humano a un medio ambiente sano; ii) el uso sostenible y conservación de 

46. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0048-2004-PI/
TC, 1 de abril de 2005.

47. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 0001-2012-PI/
TC, fundamento jurídico 44 y 45, 17 de abril de 2012.
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los ecosistemas y diversidad biológica; iii) asegurar ejercicio de derechos ambientales 
de los pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes y poblaciones rurales o 
campesinas; iv) respetar todas las leyes ambientales vigentes y estándares o principios 
internacionales ambientales; v) garantizar el acceso a la información ambiental, los 
procesos participativos y la rendición de cuentas, así como la reparación efectiva a las 
víctimas por la degradación ambiental; vi) establecer las responsabilidades jurídicas 
de las empresas y la debida protección de las personas defensoras del medio ambiente 
(Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2019: 35 y 36). Todo esto se trasla-
da a las empresas y la mejor forma de cumplirlas es incorporando la RSE como una 
medida obligatoria; a partir de allí incluso se habla de la necesidad de establecer un 
marco jurídico internacional vinculante para derivar de allí obligaciones concretas 
que las empresas puedan implementar (Ruggie, 2018).

El desarrollo de una actividad económica no puede desconocer algunos aspec-
tos de carácter constitucional: i) protección de la persona humana y su dignidad; ii) 
garantizar el amplio ejercicio de las libertades económicas (compatibles con valores, 
principios y derechos constitucionales); iii) respeto y cumplimiento de normas ju-
rídicas; iv) respeto de los derechos laborales y, v) respeto al medio ambiente.48 Con 
relación a eso, se menciona que el propósito de lucro empresarial debe prever y medir 
el impacto ambiental que generará, además no existe mandato constitucional que 
prohíba la actividad extractiva de recursos, lo que exige la Constitución es que esa 
actividad se produzca «en equilibrio con el entorno y con el resto del espacio que 
configura el soporte de vida y riqueza natural y cultural».49 Si la actividad empresarial 
descuida la protección del medio ambiente y vulnera derechos, entonces, la empresa 
solo habrá perseguido el lucro, más no la protección ambiental.50 Tampoco habrá 
actuado responsablemente porque las cargas derivadas de la contaminación (pasivos 
ambientales) se trasladarán a las personas y al Estado. En esa perspectiva, si bien a 
los Estados se les exige y obliga para que prevengan daños ambientales, entonces, 
también las empresas deben tener esa obligación (Opinión Consultiva de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 23/17). (Véase tabla 2.)

48. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 02111-2010-PA/
TC, fundamento jurídico 61, 24 de enero de 2012.

49. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 03343-2007-PA/
TC, fundamento jurídico 24, 19 de febrero de 2009.

50. Sentencia del Tribunal Constitucional peruano, recaída en el expediente número 03343-2007-PA/
TC, fundamento jurídico 24, 19 de febrero de 2009.
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La responsabilidad social empresarial y las empresas extractivas  
mineras de la región de Arequipa, en el Perú

Las empresas no pueden desligarse de los derechos humanos, el respeto y garantía 
de estos es una obligación ineludible. Las actividades empresariales se ven fortale-
cidas si incorporan derechos humanos en su actuación, en ese sentido, incrementan 
la «rentabilidad de las empresas al disminuir los riesgos de sufrir reclamos, daños a 
su imagen pública o pérdidas de oportunidades para sus negocios» (Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos, 2019: 14). Es una especie de respeto de «los de-
rechos humanos en la práctica» (Naciones Unidas, 2011: 28). Ninguna actividad em-
presarial prosperará si prescinden de ellos, por eso es importante que se encuentren 
plasmados en las comunicaciones, en los mecanismos de diálogo, en los informes de 
responsabilidad y rendición de cuentas, en la inclusión de afectados, entre otros. En 
tal orden, la RSE es una exigencia obligatoria, que se concreta en la implementación 
de planes, generando una percepción positiva de las empresas. A continuación, da-
mos cuenta de las políticas internas que deben adoptarse en materia de RSE.

Las empresas mineras como Tía María y Cerro Verde de la región de Arequipa-
Perú despiertan interés en la población. En el primer caso, se trata de un proyecto 
minero denominado Tía María de la empresa Southern Perú, que se encuentra para-
lizado por varios años a raíz de la oposición de la población del Valle de Tambo-Are-
quipa. Se estancó porque no cuenta con licencia social, ya que representa un impacto 
negativo al medio ambiente y a la agricultura. En el segundo caso, es una empresa 
minera con varios años de funcionamiento, que se ha destacado por ser socialmente 
responsable, aunque también recibió cuestionamientos y afirmaciones de que no ha-
bría cumplido con sus compromisos sociales, por ende, existe una percepción nega-
tiva de los pobladores (Apaza y Cayllahui, 2018). En ambos casos, existe una tensión 
social que impide consolidarse como proyectos mineros que gocen de legitimidad 
y de aprobación social. En tal contexto, la aplicación de la RSE es imperativa, pues 

Tabla 2. Políticas internas en materia de RSE

Política de responsabilidad social
Establecer los principios generales que rigen las actuaciones de sostenibilidad de la 
organización y los mecanismos para el análisis de los riesgos sociales y ambientales.

Política de financiación de proyectos

Establece expresamente la no financiación de proyectos específicos que pueden verse 
envueltos en la vulneración de derechos humanos como la industria de armas. Los 
mecanismos para el control de estos aspectos deben contener los principios y criterios de 
financiación de determinadas actividades con impacto ambiental y social.

Política de derechos humanos
Establece expresamente la posición y el compromiso de la organización en relación con los 
derechos humanos, a través de los cuales se canalizan posibles incidencias y actuaciones 
para la prevención.

Fuente:Vargas-Chaves y Marrugo-Salas, 2015: 55.
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contribuye a que estas empresas puedan legitimar sus actividades en el entorno. Al 
saberse que la RSE en el Estado Constitucional no es de carácter facultativo, moral y 
ético, sino obligatorio, consideramos que su implementación contribuye —desde la 
dimensión ambiental— al ejercicio del derecho al medio ambiente sano-equilibrado, 
al mismo tiempo, evita o disminuye el impacto de los conflictos socioambientales, 
aunque no la mitigue.

Conclusiones

En el Estado Constitucional, la protección de los derechos fundamentales es una 
obligación que recae tanto en el Estado como en los particulares (empresas). Bajo 
esa perspectiva, las empresas deben orientarse hacia el aseguramiento de la armo-
nía social y ambiental, de tal manera que contribuya al desarrollo sostenible. Uno 
de los instrumentos que coopera y contribuye en la protección ambiental es la RSE, 
por ese motivo, se considera como una herramienta de carácter obligatoria para las 
empresas. No es de carácter voluntario o ético, pues el cumplimiento de los derechos 
es obligatorio, al mismo tiempo, las herramientas que sirven para optimizar los de-
rechos también tienen esa característica. La RSE también es parte de la solidaridad, 
es decir, se produce la necesidad de preservar y cuidar el medio ambiente para las 
futuras generaciones, que también tienen derecho a gozar de las condiciones de vida 
adecuadas (Spadaro, 2015: 68).

La RSE es una estrategia que garantiza la protección del derecho fundamental al 
medio ambiente sano y equilibrado. Derecho reconocido en la constitución y en di-
versos instrumentos internacionales. En esa medida, la aplicación de la RSE no es de 
cumplimiento voluntario o una exigencia ética, sino obligatorio. Eso quiere decir que 
las medidas como el manejo de residuos, la creación de campañas de protección am-
biental, compromiso de la empresa con el respeto de los derechos de sus trabajadores, 
la mejora las condiciones de los poblares donde funciona la actividad empresarial, 
entre otros, tienen como fin último legitimar la actividad empresarial.

En los casos analizados del proyecto minero Tía María y la empresa minera Ce-
rro Verde de la región de Arequipa-Perú, las tensiones y la conflictividad socioam-
biental tienen como origen la ausencia de un adecuado plan de RSE. La mayoría de 
los problemas sociales relacionados con empresas mineras tienen el mismo mal, es 
decir, descuido de la dimensión ambiental y las relaciones con el entorno social son 
deficitarias. Lo que ocurre no solo en la región de Arequipa, sino en varias partes del 
Perú. En tal escenario, la RSE tiene impacto positivo si se adopta oportunamente, de 
manera que se evitan los problemas sociales y se identifica adecuadamente acerca de 
los eventuales conflictos que puedan surgir (Slack, 2011: 5).
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